

  




  [image: image]




  [image: image]




  [image: image]




  [image: image]




  Conflictividad ambiental y afectaciones a derechos ambientales




  Gregorio Mesa Cuadros


  Editor




  [image: image]






  Bogotá D. C., Colombia




  Octubre de 2015




  




  

    CATALOGACIÓN EN LA PUBLICACIÓN UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA




    Conflictividad ambiental y afectaciones a derechos ambientales / Gregorio Mesa Cuadros, editor. -- Primera edición. -- Bogotá: Universidad Nacional de Colombia (Sede Bogotá). Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Instituto Unidad de Investigaciones Jurídico-Sociales Gerardo Molina (UNIJUS), 2015.




    278 páginas: ilustraciones. -- (Colección Gerardo Molina ; 46)




    Incluye referencias bibliográficas e índice




    ISBN 978-958-775-486-5 (rústico). -- ISBN 978-958-775-487-2 (e-book). -- ISBN 978-958-775-488-9 (impresión bajo demanda)




    1. Derecho ambiental -- Colombia 2. Conflictos ambientales 3. Mediación ambiental 4. Proceso de paz -- Aspectos ambientales -- Colombia 5. Política ambiental 6. Justicia ambiental 7. Protección del medio ambiente -- Legislación 8. Áreas de conservación de recursos naturales 9. Uso de la tierra 10. Gestión ambiental I. Mesa Cuadros, Gregorio, 1961-, editor II. Universidad Nacional de Colombia (Sede Bogotá). Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales. Grupo de Investigación en Derechos Colectivos y Ambientales (GIDCA) III. Serie




    CDD-21 344.861046 / 2015




    Conflictividad ambiental y afectaciones a derechos ambientales




    Colección Gerardo Molina




    © Universidad Nacional de Colombia, Sede Bogotá




    Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales




    © Varios autores, 2015




    © Editor, 2015




    Gregorio Mesa Cuadros




    Primera edición, 2015




    ISBN digital: 978-958-775-487-2




    www.unal.edu.co




    www.editorial.unal.edu.co




    www.derecho.unal.edu.co




    direditorial@unal.edu.co




    Este libro resultado de investigación (2013-2014) fue producido por el Grupo de Investigación en Derechos Colectivos y Ambientales, GIDCA




    Preparación editorial




    Unijus, Instituto Unidad de Investigaciones Jurídico-Sociales Gerardo Molina


    Edgar Alberto Novoa Torres, director


    Juan Sebastián Solano Ramírez, coordinador editorial


    Natalia Colmenares Rincón, coordinadora académica


    Ana Marlen Garzón Urrego, coordinadora administrativa




    Diseño original de la Colección Gerardo Molina




    Diego Mesa Quintero




    Prohibida la reproducción total o parcial por cualquier medio


    sin la autorización del titular de los derechos patrimoniales.




  




  




  PRESENTACIÓN




    




  En los últimos años se ha incrementado notablemente el número de conflictos ambientales en el país, tanto que Colombia ha llegado a ser considerado como uno de los países con más conflictos ambientales de Latinoamérica, aspecto que demuestra los profundos desacuerdos entre los actores de la gestión ambiental (instituciones estatales, pueblos y comunidades, gremios económicos, etc.) sobre cómo usar, acceder, intercambiar o comercializar bienes ambientales y naturales.




  Mientras un sector opina que lo necesario para el “desarrollo” del país pasa por la simplificación de los trámites para obtener permisos, autorizaciones o licencias ambientales, reduciendo los estándares ambientales o aumentando las tasas de extracción de bienes ambientales y naturales, para autorizar actividades con previsibles daños ambientales (como el fracking, las nuevas actividades mineras o de infraestructura) que buscan incrementar exponencialmente las rutas y carreteras para aumentar el tránsito de mercancías hacia el exterior; otros sectores (entre ellos sociedades tradicionales indígenas, afros, campesinas y organizaciones ambientalistas de la sociedad civil y sectores de la academia) reivindican, a través de la movilización social y en no pocas ocasiones, recurriendo a instrumentos jurídicos de defensa de sus derechos, nuevas ideas de desarrollo, nuevos criterios de relación con el ambiente y sus elementos, la defensa y permanencia en sus territorios y el buen uso y conservación de los elementos que todavía quedan después de diversas oleadas de extractivismo histórico.




  Estas visiones necesariamente chocan cuando se encuentran en un mismo territorio y evidencian la multitud de actores, instituciones, intereses y discursos jurídico-políticos ambientales involucrados en el surgimiento, desarrollo, trámite, resolución o no e incremento de la conflictividad, su persistencia y el surgimiento de nuevos conflictos ambientales.




  Es en este contexto que el Grupo de Investigación en Derechos Colectivos y Ambientales (GIDCA) —categoría A según los criterios establecidos por Colciencias de la Facultad de Derecho, Ciencias Políticas y Sociales de la Universidad Nacional de Colombia— presenta en dos volúmenes1 los resultados de los proyectos y procesos investigativos realizados en el período 2013-2014, los cuales giraron en torno a conceptos claves como el de “conflictos ambientales”, “justicia ambiental” y “goce efectivo de los derechos ambientales”, con el objetivo de aportar al análisis y compresión de los distintos conflictos ambientales existentes en el país desde una perspectiva jurídico-política crítica en perspectiva sistémica y de integralidad de los derechos.




  Lo reflejado en este informe de investigación que se publica en dos textos tiene la pretensión de aportar análisis alternos de algunos problemas jurídicos, políticos, sociales, e históricos, pero no de cualquier manera, ya que pretendemos entenderlos como complejidades ambientales integralmente concebidas. Para ello, las nociones que nos acercan a una perspectiva epistemológica integral, compleja o ambiental las hemos tomado de fuentes como el “pensamiento ambiental”, el pensamiento y la “epistemología de la complejidad” y, por supuesto, las “epistemologías del sur”.




  Ahora bien, es importante hacer esta precisión porque existen en el ámbito académico distintas maneras de fundamentar formal y materialmente los debates jurídicos, por ello, es necesario reconocer la importancia del análisis y la discusión de esas múltiples “maneras” de abordar las controversias jurídicas; es decir, reconocer que todas las formas del conocimiento jurídico tienen un carácter material e histórico; sobre ese reconocimiento de la ausencia de una naturaleza fatal o perfecta, ideal o metafísica, de pensar los debates jurídicos, podemos empezar a encontrar criterios para integrar las potencialidades transversales a los enfoques dogmáticos, críticos, sociojurídicos y filosóficos del derecho, los derechos, la justicia y el Estado.




  Es en el contexto de las discusiones sobre las contradicciones que en sí mismas entrañan las formas de entender lo jurídico, donde podremos auscultar por una forma de pensar y de organizar nuestros quehaceres investigativos para no simplificar arbitrariamente la complejidad de los fenómenos jurídicos; en este sentido, diremos que hacer un análisis integral implica de nosotros y nosotras una reflexión epistemológica integradora o compleja, es decir, implica desarrollar una teorización sobre el conocimiento jurídico que asuma el reto transdiciplinar de pensar la investigación jurídica en el siglo XXI.




  En esta tarea, es deseable encontrar contenidos apropiados para nuestro análisis integral de algunas de las formas de pensar, investigar y aprender lo jurídico. Por ello, proponemos tomar referentes de algunos esfuerzos analíticos y teóricos del pensamiento integral, complejo o ambiental y con ellos sobre la mesa, se puede trazar el esbozo de un modo de ver, de pensar y de ordenar el saber que permita articular los modos de pensar el derecho (superficialmente inconexos), desde la dogmática, la filosofía, la sociología y la política.




  En tal sentido, encontramos que la discusión de una perspectiva holística para el análisis de los conflictos ambientales, acaecidos en el contexto de la llamada crisis “civilizatoria” y ambiental a escala global brinda insumos para el entendimiento de la vida humana y no humana bajo la óptica de interdependencia y la multicausalidad de los fenómenos ambientales.




  Podemos señalar que las cuatro “leyes” informales de la ecología (Commoner, 1973) un buen referente para pensar la integralidad (por ejemplo, los supuestos sobre los cuales una de estas “leyes” indica que “todo” está relacionado con “todo lo demás”), nos sirven para pensar un fondo común a las distintas maneras de pensar los problemas de investigación jurídica2. De ese modo, pensar los fenómenos jurídicos en una realidad ambiental (culturalmente interconectada) nos permite pensar un objeto jurídico que como un “todo” complejo se conecta con “todo lo demás” de la realidad; en otras palabras, la tarea que proponemos exige una manera de pensar que por principio se rehúse a creer que es posible la reducción substancial del objeto de la investigación jurídica en particular, o de cualquier otro en general.




  Otra de estas leyes informales de la ecología indica que “todo” va a parar a “alguna parte”; con ello, el pensamiento ambientalista llama la atención sobre el entendimiento holístico del ambiente a la hora de pensar el destino de los residuos; es decir, en materia ambiental es preciso comprender que todas las emisiones y descargas producto de un modo de producción de la vida basado en el consumo no desaparecen como “por arte de magia”; al contrario, fenómenos como el calentamiento global, la contaminación de los fondos oceánicos, la desaparición de la capa de ozono, entre otros, llaman nuestra atención sobre el hecho que los elementos que desde la perspectiva antropocéntrica (o incluso meramente androcéntrica) del proceso industrial son pensados como desechos llamados a diluirse por fuera de la espacialidad productiva, en la práctica ambiental son elementos que no se “desvanecen”, sino que hacen parte de un proceso de reorganización y transformación de la materia, que se expresa en fenómenos que exceden la segmentación del pensamiento instrumental en el proceso industrial (Medellín Milán, 1998).




  En el mismo sentido, proponemos que el pensamiento integral entienda que los datos, los discursos y las prácticas jurídicas que no pueden ser abordas plenamente desde los referentes que brindan de manera independiente los enfoques segmentados; no deben ser entendidos como residuales o desechables; por el contrario, estos pueden ser explicados si se amplía el “zoom” de nuestra ventana de observación más allá de los límites rígidos de un pensamiento jurídico desmembrado.




  Igualmente el pensamiento complejo representa un esfuerzo por superar las visiones “lineales” o “unicausales” de la realidad, así como los “determinismos mecanicistas” que condujeron al desarrollo de un pensamiento racional “único” y al excesivo “legalismo en el orden jurídico” (Houtart, 2009). Así, resulta adecuado considerar los planteamientos de una “epistemología compleja” como orientadores de un proceso de investigación que sea capaz de articular distintas formas de conocer y discutir los fenómenos jurídicos.




  En principio, podemos decir que el pensamiento complejo se presenta ante nosotros como producto de la insuficiencia de la organización del conocimiento sobre la base de principios “supralógicos” o “paradigmas”3 orientados a la disyunción, la reducción y la abstracción de la realidad; esto, según una perspectiva compleja provoca una “patología” en el saber producido bajo el llamado “paradigma de la simplificación” de las ciencias y las disciplinas contemporáneas, ya que, buscando certezas estáticas, el conocimiento deja de ver la dinámica de incertidumbre en lo real (Morin, 2008, pp. 27-35). En oposición a esta simplificación reduccionista del saber se propone el reconocimiento de una perspectiva de la “incertidumbre” en la organización del conocimiento, pues, si el estudio de una realidad compleja no se agota plenamente por la singularización (autos) o por la integración abstracta (oikos); se hace ineludible una dialéctica autos/oikos, ya que, pese a que ambas nociones son diferenciables e incluso opuestas, “no pueden ser tratadas separadamente la una de la otra” (Morin, 1999, p. 88).




  Así las cosas, para superar las visiones parciales de la investigación jurídica resulta oportuno deponer el paradigma de la simplificación y ampliar los principios “supralógicos” del análisis de los fenómenos jurídicos a una perspectiva que permita auto-eco-re-organizar4 o “ambientalizar” los saberes del derecho y por ende, la forma en la que los producimos, los aprendemos, los enseñamos e investigamos; la concreción de estos propósitos nos conduce al desarrollo de una “epistemología de la complejidad” de los fenómenos jurídicos. Con ello, estamos recalcando la necesidad de construir un nuevo pensamiento jurídico que rompa los “límites” y las “competencias” disciplinares en los que se ha encasillado el trabajo de los juristas, que descubra la subjetividad de los autores y con ella el carácter finito de sus obras; un pensamiento jurídico que promueva la “migración” de los conceptos en las disciplinas y el uso de la metáforas como herramienta para oxigenar la investigación jurídica haciéndola consciente de la temporalidad, la multidimensionalidad y lo transdisciplinario (Morin, 2008, pp. 135-164).




  También consideramos relevante señalar cómo algunas de las “premisas”, “ideas” y “prácticas” de la “epistemología del sur” se pueden articular con los avances del pensamiento ambiental y del pensamiento complejo, brindando con ello otro aporte a la construcción de lo que denominamos “una perspectiva integral”.




  Una de las dos premisas de la epistemología del sur, indica que es necesario reconocer que la “comprensión del mundo” es más amplia que la compresión que occidente tiene del mundo, lo que implica que existen posibilidades de interpretación de los fenómenos jurídicos que occidente no sea capaz de prever e incluso de concebir; para nosotros y nosotras aceptar esta premisa nos obliga a promover la “ecología de saberes”5 o “diálogos y polilogos de saberes diversos ambientalizados” con pueblos y sociedades que estando por fuera del canon epistemológico mayoritario producen reflexiones sobre nuestros temas de interés.




  Otra de estas premisas acepta la diversidad y la entiende como infinita, es decir, que no hay manera de agotar la compresión de los fenómenos jurídicos y sus implicaciones; por tanto, es necesario que además de aprender y desaprender, debemos tener la capacidad de traducir las formas aparentemente aisladas de comprender la complejidad jurídica, dando lugar a la inteligibilidad recíproca entre ellas6.




  Desde GIDCA consideramos pertinente reorientar la producción de nuevo conocimiento jurídico político para contribuir a resolver conflictos y problemas ambientales (humanos y ecosistémicos) del siglo XXI, no solo desde teorías basadas en “arqueología” del derecho, sino desde nuevas concepciones que comprendan la complejidad de los asuntos humanos en el ambiente y entienda que las limitaciones estructurales de la visión moderna de entender y comprender el mundo y la vida, no son suficientes para la vida y el mundo hoy y mañana. Por ello, ejercicios inter, multi y transdisciplinares que se conectan e intersectan y que dialogan con otros saberes no convencionales pueden orientar nuevas creaciones, recreaciones, aprendizajes y saberes comunes y alternos, que superen visiones unidimensionales que se confrontan y se imponen en los territorios y desconocen la diversidad y potencialidad de saberes diversos desde otros actores, instituciones y discursos jurídico-políticos ambientales.




  Estos procesos investigativos realizados por GIDCA abarcan desde elementos conceptuales y metodológicos para el análisis de la conflictividad ambiental hasta estudios de caso sobre cómo se desarrollan, articulan y evolucionan los mismos en aras de ofrecer conceptualizaciones y fundamentaciones de los derechos que permitan comprender y formular propuestas jurídico-políticas hacia la superación de las “indignidades ambientales” y avanzar hacia la consolidación de un verdadero Estado Ambiental de Derecho con fundamento en la justicia ambiental.




  De esta forma, presentamos en este primer volumen el texto Conflictividad ambiental y afectaciones a derechos ambientales, el cual está integrado por los siguientes debates:




  En primer lugar, el artículo “Conflictos ambientales: elementos conceptuales y metodológicos para su análisis”, elaborado por Gregorio Mesa Cuadros, Gustavo Adolfo Ortega Guerrero, Helberth Augusto Choachí, Carlos Erin Quesada y Luis Fernando Sánchez Supelano; en el cual se establece la base teórica y conceptual para consolidar los primeros acercamientos al tema de “conflictos ambientales redistributivos” en Colombia, estableciendo y desarrollando aspectos relevantes a la luz de un marco teórico-conceptual, así como la categorización de conflictos y el desarrollo de la metodología para su análisis, partiendo del concepto de “conflictos ambientales”, los elementos metodológicos para la caracterización de estos conflictos y finalmente algunas consideraciones sobre su evolución y desarrollo, que limitan las posibilidades de concreción de la protección de los derechos ambientales de humanos y no humanos.




  A continuación, se presenta el artículo “Ambiente, negociación, postacuerdos y postconflicto” del profesor Gregorio Mesa Cuadros, donde se analiza, con ocasión de los diálogos en La Habana entre el gobierno colombiano y la guerrilla de las FARC, cómo los conflictos colombianos no pueden ser reducidos a uno o a algunos de ellos sino que deben ser analizados en perspectiva integral y sistémica; es decir, en perspectiva ambiental. Tal análisis indica que resolver el conflicto armado pasa necesariamente por tener en cuenta las causas y consecuencias del mismo y sus relaciones concretas con los conflictos políticos, económicos, sociales y culturales, donde la conflictividad ambiental predefine y orienta el origen, desarrollo y posibilidades de resolución de éste y los demás conflictos. Por lo anterior, las conversaciones de paz deberían reconocer tales dimensiones como horizonte de posibilidad de materialización de resolución de los diversos conflictos, incluyendo el ambiental, en la medida que como resultado de ese tipo de acuerdos a nivel internacional, se ha evidenciado que el ambiente es uno de los actores perjudicados, en la medida que para resolver buena parte de la conflictividad, se reducen los estándares ambientales y la depredación y contaminación se acelera masivamente.




  Posteriormente se encuentra el texto “Aportes jurídico conceptuales para la construcción de una política de Gestión Ambiental de Suelos (geas) en Colombia”, del profesor Gregorio Mesa Cuadros, Yazmín Andrea Silva Porras y Luis Fernando Sánchez Supelano, en el cual se plantea la conceptualización y fundamentación jurídica básica relacionada con la formulación de una política pública de gestión de los suelos en Colombia. Para ello, se considera a los suelos no solo desde un punto de vista técnico, en relación con sus usos y servicios ecosistémicos, sino que por el contrario, también se considera como uno de los elementos o componentes centrales del ambiente, al cual se asocian y en el cual se desarrollan las actividades humanas y se precisan las relaciones en torno al goce efectivo de los derechos de los ciudadanos.




  A continuación, el profesor Gregorio Mesa Cuadros, Yazmín Andrea Silva Porras y Gustavo Adolfo Ortega Guerrero, presentan el texto “Fondo Ambiental de la Amazonia y Fondo Ambiental para el Desarrollo Sostenible de la Sierra Nevada de Santa Marta: una propuesta de diseño y estructuración”, en el cual se sistematiza el análisis jurídico de estos dos Fondos Ambientales desde los preceptos constitucionales que orientan su creación, los presupuestos legales que los desarrollan y una serie de criterios jurídicos indispensables para el análisis de diseño y estructuración de los mismos, conjuntamente con algunos aspectos lege ferenda para el diseño y estructuración inmediata.




  Seguidamente se presenta el artículo “Aportes para un análisis de los procesos de sustracción de Zona de Reserva Forestal (ZRF) para la correlativa constitución de Zona de Reserva Campesina (ZRC)”, elaborado por Carlos Erin Quesada Tovar y Luis Fernando Sánchez Supelano, donde se presentan reflexiones jurídicas pertinentes en torno al sentido de la normatividad aplicable al proceso de sustracción de un polígono de la Zona de Reserva Forestal de la Serranía de los Motilones como prerequisito para la declaratoria oficial de la Zona de Reserva Campesina del Catatumbo, en particular, desde las conceptualizaciones tanto normativas como sociopolíticas e históricas de ambas figuras de ordenamiento territorial, la reconstrucción de la normatividad vigente como marco normativo de los procesos de sustracción de Zonas de Reserva Forestal prevista en la Ley 2 de 1959 y sus implicaciones ambientales.




  Seguidamente se encuentra el texto “Gobernanza mundial de los bienes ambientales forestales y derechos de las comunidades indígenas: un análisis constitucional”, del profesor Gregorio Mesa Cuadros, Luis Fernando Sánchez Supelano y Sebastián Alberto Cabra Barrera, como reflexión constitucional alrededor de la ratificación del Convenio Internacional de Maderas Tropicales firmado en Ginebra en enero de 2006, en especial en lo referente a los derechos de los pueblos indígenas y afros, incorporando un análisis específico de los contenidos básicos del convenio, una valoración constitucional de los contenidos del tratado en lo referente a los estándares ambientales, además del deber de realizar consulta previa en el caso concreto de este tipo de acuerdos internacionales, precisando la declaración de inconstitucionalidad de la norma en mención por no haberse consultado previamente a pueblos y comunidades étnicas, o su constitucionalidad condicionada frente a las eventuales afectaciones a pueblos y comunidades étnicas con ocasión de la protección y conservación de los bosques.




  Finalmente, el texto “Principios de prevención y precaución ambiental frente a los efectos negativos en la salud y el ambiente causados por ondas electromagnéticas y antenas de telefonía celular” del profesor Gregorio Mesa Cuadros, Yazmín Andrea Silva Porras, Yary Saidy Bellmont y Luis Fernando Sánchez Supelano, presentan las respuestas que deben darse desde el derecho ambiental ante los nuevos retos que imponen los avances tecnológicos y su masificación, en particular, casos asociados a la instalación de antenas de telefonía celular, necesarias para la expansión y consolidación de la sociedad de la información, y sus posibles efectos frente a la salud humana y ambiental. Para abordar esta discusión se parte de un análisis desde una teoría de derechos en perspectiva integral, realizando un análisis normativo jurisprudencial y doctrinal tanto a nivel nacional como internacional, en particular desde la aplicación de los principios de prevención y precaución, enfatizando la manera como la normatividad aborda los conflictos que se suscitan en torno a dicha relación, en referencia a si la analiza en perspectiva de derechos individuales o colectivos y, la aplicación que se da a los instrumentos de interpretación normativa para la garantía de tales derechos, en contextos jurídicos nacionales e internacionales.




  En estos términos, el Grupo de Investigación en Derechos Colectivos y Ambientales (GIDCA) pone a disposición de la comunidad académica y la sociedad colombiana en general, esta primera parte del Informe de Investigación 2013-2014 sobre Conflictividad ambiental y afectaciones a derechos ambientales, en orden a contribuir a los debates sobre el uso, cuidado y conservación de los bienes ambientales y naturales, y en especial aquellos referentes a la resolución de los conflictos ambientales, en el período actual, caracterizados por el aumento de la presión para la exploración, extracción, transporte y disposición de los bienes ambientales y naturales y la reducción de los límites ambientales, para encontrar alternativas de solución respetuosas de los derechos de individuos, comunidades y colectivos como una de las tareas inaplazables del neoconstitucionalismo ambiental del siglo XXI.




  Bogotá D. C., septiembre 2014
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  Notas al pie




  

    1 A sugerencia de los dos pares externos quienes evaluaron este informe, los resultados de este proceso de investigación se presentan en dos volúmenes; uno sobre teoría general de la conflictividad ambiental y el segundo, de análisis y estudios de caso sobre problemáticas específicas de la conflictividad ambiental. Este libro es la primera parte del Informe de Investigación GIDCA 2013-2014.




    2 Es necesario reconocer que además de los análisis aquí presentados, existen otras diversas formas de trazar propuestas para el pensamiento ambiental; por ello, dentro de las muchas que se quedan por fuera de lo planteado, tiene especial importancia mencionar las reflexiones que sobre las “circunnavegaciones del pensamiento ambiental” proponen cinco órbitas principales para el desarrollo de una epistemología ambiental: “1. La estrategia epistemológica para pensar la articulación de las ciencias [...]; 2. [...] las estrategias de poder en el saber [...]; 3. La construcción de la racionalidad ambiental [...]; 4. La formación del saber ambiental y la emergencia de la complejidad ambiental; 5. [...] diálogo de saberes dentro de una política de la diversidad [...].” (Leff, 2007, p. 10; 1994).




    3 Sobre el debate alrededor del concepto de paradigma podemos referir el entendido de Kuhn, quien considera los paradigmas como “realizaciones científicas universalmente reconocidas que durante cierto tiempo, proporcionan modelos de problemas y soluciones dentro de una comunidad científica” (Kuhn, 2004, p. 80) y el del mismo Morin (2008, p. 154), quién los identifica con los “principios” rectores de la selección de “datos significativos” en la operación del conocimeinto, es decir, como una relación lógica entre múltiples nociones.




    4 Sobre el paradigma de la auto-eco-re-organización de la vida ver Almeida, 2008 y Houtart, 2009.




    5 Según Santos (2010) el fundamento de la ecología de saberes, entendida como una idea de la epistemología del sur, es que “no hay ignorancia o conocimiento en general; toda la ignorancia es ignorante de un cierto conocimiento, y todo el conocimiento es el triunfo de una ignorancia en particular”.




    6 Este proceso también es conocido como la hermenéutica diatópica de las preocupaciones isomóficas entre dos o más culturas.
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  INTRODUCCIÓN




  Los “conflictos ambientales” forman parte del conjunto de elementos que se manifiestan a partir de las grandes crisis globales y las injusticias de redistribución sobre los elementos o componentes del ambiente por parte de los seres humanos. Estas injusticias se originan en la ausencia de equidad en términos generacionales y con otros seres de la naturaleza, evidenciando no sólo el tipo de desigualdades vinculadas con la distribución de los bienes ambientales y naturales1, sino también frente a aquellas cargas de contaminación, deterioro, degradación, desplazamientos y daños ecológicos y/o sociales desde los cuales emergen todo tipo de reivindicaciones en distintos sectores de la población.




  El análisis anterior es determinante para la comprensión del origen de los conflictos, pero ante todo para establecer el papel que el derecho y la justicia ambiental deben desempeñar en materia de límites a las actuaciones humanas frente al ambiente desde el plano ético, político y jurídico, asegurando un reconocimiento no solamente formal sino material de los derechos colectivos y ambientales.




  Este artículo de investigación establece la base de consolidación sobre los primeros acercamientos al tema de “conflictos ambientales redistributivos” en Colombia, mostrando y desarrollando aspectos relevantes a la luz del marco teórico-conceptual como la categorización de conflictos y el desarrollo de la metodología y algunos resultados generales propuestos en este ejercicio investigativo.




  El documento que se presenta a continuación tiene como objetivo principal construir un primer borrador del mapa de actores y cartografía de conflictos ambientales redistributivos en Colombia desde una perspectiva nacional y regional, local y global (interescalas), para lo cual se abordará en un primer momento, la revisión teórica de los conflictos ecológicos distributivos que ha sido materia de estudio a partir de enfoques como la “ecología política”; en segundo lugar, analizar la incidencia de los conflictos ambientales desde la perspectiva de los derechos y la justicia ambiental desarrollando una nueva conceptualización y clasificación de los “conflictos ambientales redistributivos” desde la perspectiva del “ambientalismo” y sobre los elementos teóricos del derecho y la justicia ambiental para concluir en una propuesta general de redistribución; en tercer lugar se proponen los enfoques e instrumentos metodológicos para identificar las interacciones entre diferentes actores, intereses y derechos en diferentes escalas y niveles con el fin de desarrollar la cartografía de conflictos ambientales; y en cuarto lugar, se plantean algunos resultados generales y conclusiones de este primer ejercicio de acercamiento.




  1. REVISIÓN TEÓRICA DE LOS CONFLICTOS ECOLÓGICOS DISTRIBUTIVOS




  Una primera aproximación al tema de los conflictos en las relaciones humanas con la naturaleza, proviene de los enfoques de “ecología política” que han sido definidos como estudios enfocados en los “conflictos ecológicos distributivos”. A continuación se plantean algunas generalidades a los primeros abordajes frente a los conflictos ecológicos que van abrir nuevos horizontes teóricos frente al tema de “conflictos ambientales”, para luego presentar los elementos principales de las teorías que han sido desarrolladas por la ecología política.




  1.1. Aproximación a los conflictos ecológicos y ambientales




  Los problemas ambientales son una realidad difícil de negar en la actualidad. La contaminación, la destrucción de la biodiversidad, el cambio climático, la desaparición paulatina de las selvas tropicales, el aumento de gases de efecto invernadero, las lluvias ácidas, la deforestación, etc., son fenómenos de los cuales casi a diario oímos hablar, además de ser problemas que reclaman nuestra atención junto a la pronta puesta en marcha de acciones tendientes a revertirlos. En este sentido, Bookchin (1978, p. 234) considera que nos enfrentamos a tres clases de problemas ambientales globales, como resultado de las actividades del ser humano los catastróficos, los agudos y los crónicos.




  1.1.1. Análisis desde la ecología política




  La primera aproximación al tema de los conflictos en las relaciones humanas con la naturaleza como eje de análisis, proviene de los enfoques de “ecología política”. Los inicios de la ecología política se enmarcan en los estudios de la “ecología humana” bajo el término adoptado por Thone (1935) pero sin una definición concreta, aunque refiriéndose a las relaciones de poder que se encuentran inmersas frente a la naturaleza. Según Alimonda (2011), la ecología política surge una vez se politiza la “ecología humana”, cuando los investigadores reconocen que los problemas “ecológicos” y sus conflictos, no pueden verse desligados desde las “dimensiones analíticas propiamente políticas”.




  Para otros teóricos como Blaikie (1985), O’Brien (1985), Peet (1991) y Watts (2001), la ecología política hace énfasis en la necesidad de establecer un vínculo entre los aspectos ecológicos y los políticos para superar el auge de las teorías reduccionistas sobre la escasez y la presión de la población sobre los recursos (i. e. neomalthusianismo), entendiendo que los problemas frente a la naturaleza no se resuelven exclusivamente mediante la definición de los límites naturales, sino adicionalmente en la materialización de una “distribución equitativa” entre la naturaleza y la población humana. Para Whitehead, Jones y Jones (2007) estas discusiones en lo político pasan necesariamente por la comprensión de las formas de dominación históricas de los Estados-nacionales frente a los territorios y la naturaleza.




  Procediendo de las escuelas de la geografía crítica se identifican los primeros acercamientos desde el neomarxismo (Perry, 2003 y Ritzer, 2008), y allí existen las primeras nociones, como la propuesta por Wolf (1972), en la que se refiere a la “ecología política” como las discusiones en “lo local” sobre las dinámicas de presión entre las decisiones de las grandes sociedades y las exigencias de los ecosistemas locales (algo que puede ser visto como un primer acercamiento al tema del “conflicto”).




  En los mismos términos Walker (2005) afirma que en la “ecología política” son indispensables los aspectos biofísicos con énfasis en “lo político” desde la cual se critica el papel de la “economía política” en la manera como aborda los problemas ecológicos. Sin embargo, para este autor es claro que la “ecología política” es un estudio interdisciplinar proveniente de las ciencias humanas como la geografía y la antropología, pero que en todo caso tiene un ámbito diferente a los desarrollos de la “política ambiental”, que correspondería más a los avances de análisis de política pública o de las ciencias políticas.




  Las aproximaciones más recientes sobre la ecología política, se han plasmado en los contextos y realidades locales y nacionales que responden claramente a los avances teóricos europeos y latinoamericanos que han avanzado hacia una definición propia de la “ecología política” vinculándola directamente en su objeto de estudio con los “conflictos ecológicos distributivos”.




  Así por ejemplo Gorz (1994) se refiere a los problemas que se plantean a la “ecología política” en relación a las decisiones adoptadas por los “individuos autónomos” dentro de sus “necesidades vitales” para “tomar en cuenta las exigencias de los ecosistemas” (i. e. la ecósfera). Desde este punto de vista, el autor afirma que la preocupación principal de la “ecología política” es establecer un equilibrio entre las necesidades humanas y los elementos normativos que establecen los límites a las actuaciones y conductas frente a la naturaleza desde la perspectiva participativa y democrática. Aquí se resalta el papel de los movimientos ecologistas que en el transcurso del tiempo se van autodefiniendo desde posturas políticas y que buscan una confrontación con los poderes constituidos.




  Por otra parte, en los trabajos de Martínez-Alier (2002, p. 54), se define a la “ecología política” como “el estudio de los conflictos ecológicos distributivos”, entendiendo por “distribución ecológica […] los patrones sociales, espaciales y temporales de acceso a los beneficios obtenibles de los recursos naturales y a los servicios proporcionados por el ambiente como un sistema de soporte de la vida […]” (2005, p. 104).




  Desde la crítica postcolonial de globalidad y diferencia, Escobar (2005) define la “ecología política” “como el estudio de las múltiples articulaciones de la historia y de la biología, y las inevitables mediaciones culturales a través de las cuales se establecen tales articulaciones” y que “tiene como campo de estudio las múltiples prácticas a través de las cuales lo biofísico se ha incorporado a la historia o, más precisamente, aquellas prácticas en que lo biofísico y lo histórico están mutuamente implicados” (p. 24). Además Escobar (2011) se refiere particularmente a los conflictos ecológicos distributivos, como aquellos en los cuales se establecen disputas sobre “el acceso y el control de los recursos naturales, particularmente como una fuente de subsistencia, incluyendo los costos por la destrucción del ambiente”, y en este sentido, los “conflictos de distribución ecológica” como lo sostiene el autor, “existen en el contexto de diferentes economías, culturas y formas de conocimiento, junto, obviamente, a los ecosistemas” en los que “los grupos locales se involucran en luchas en contra de las fuerzas translocales de diversos tipos para defender su lugar” (p. 66).




  De acuerdo con la definición aportada por Palacio (2006, p. 11), la ecología política “estudia las relaciones de poder en torno de la naturaleza o, si se quiere, en torno de los ecosistemas o el paisaje”; siendo “un campo inter y transdisciplinario, que reflexiona y discute las relaciones de poder en torno a la naturaleza, en términos de su fabricación social, apropiación y control”.




  Y para Alimonda (2008, p. 14; 2006, p. 51), la ecología política es vista desde una perspectiva integral como el “estudio de la articulación compleja y contradictoria entre múltiples prácticas y representaciones (incluyendo diferentes sistemas de conocimiento y dispositivos topológicos), a través de la cual diferentes actores políticos, actuantes en distintas escalas (local, regional, nacional, internacional), se hacen presentes, con efectos pertinentes y con diferentes grados de legitimidad, colaboración y/o conflicto, en la constitución de un territorio y en la gestión de su dotación de recursos naturales”.




  1.2. Una nueva perspectiva de los conflictos ambientales: derechos, justicia y redistribución




  A pesar de los aportes realizados por la “ecología política” en el campo de los “conflictos ecológicos distributivos”, se hace necesario avanzar hacia una nueva perspectiva de los “conflictos ambientales redistributivos”, entendiendo que el ambiente está definido por la interacción de elementos sociales y naturales que son indisolubles y que por tanto, no se centran exclusivamente sobre las formas de apropiación, dominación y transformación de la “naturaleza” sino también en relación a los factores sociales y culturales entre los seres humanos. Pero también porque se trata de un análisis que debe estar direccionado por los avances teóricos del derecho y la justicia ambiental para tratar el tema “redistributivo” como forma de manejar los conflictos y las injusticias ambientales desde la perspectiva del “ambientalismo político”.




  Conforme a esto, se presenta a continuación el desarrollo de algunos de los aspectos más relevantes de esta discusión, en los cuales se toman algunos desarrollos teóricos desde la “ecología política” para adaptarlos a unas nuevas categorías, en este sentido, en la primera parte se abordarán algunas nociones iniciales sobre los conflictos ambientales distributivos, en segundo lugar, se aportará una conceptualización de los conflictos ambientales desde el “ambientalismo”, en tercer lugar se revisarán algunas clasificaciones propuestas sobre el tipo de los conflictos ecológicos y ambientales, una cuarta y quinta parte estarán destinadas a determinar el papel de los derechos ambientales y de la justicia ambiental frente a los conflictos ambientales, y finalmente se avanzará hacia unas primeras propuestas de alternativas de redistribución sobre los conflictos ambientales.




  1.3. Conceptualizaciones en materia de conflictos ambientales distributivos




  Los actuales avances del capitalismo globalizado y trasnacional han aumentado las presiones para eliminar o erosionar los límites que se han establecido en materia ambiental; en ese sentido, han aumentado las presiones para aumentar la explotación de los bienes ambientales y naturales. No obstante lo anterior, a medida que se extienden estas presiones también aumentan las resistencias, principalmente desde sectores comunitarios y sociales tradicionales, locales (rurales y urbanos), todo lo cual se refleja en la existencia de problemas y conflictos ambientales.




  Ahora bien, es necesario precisar conceptualmente qué se entiende por conflictos ambientales y cómo podemos caracterizarlos y clasificarlos. Lo anterior por cuanto los conflictos ambientales han sido definidos desde distintas posturas que a su vez reflejan la existencia de distintas concepciones sobre la justicia.




  Una primera conceptualización de los conflictos ambientales sostiene que en contexto post materialista surgen partidos verdes y se forman los movimientos feminista, pacifista, estudiantil, que ya no pueden ser explicados desde la teoría clásica de la lucha de clases. Estos movimientos comienzan a ser conceptualizados por sociólogos europeos como Nuevos Movimientos Sociales, un reflejo de nuevas preocupaciones postindustriales (Pichardo, 1997). A diferencia de las categorías ideológicas previas, como clase obrera y lucha de clases para el marxismo, los Nuevos Movimientos Sociales se caracterizan por el pluralismo de valores e ideas, su orientación pragmática y la propuesta de reformas institucionales tendientes al desarrollo de sistemas que amplíen la participación en las decisiones de interés colectivo (Melucci, 1994).




  Siguiendo los argumentos de la tesis postmaterialista se ha planteado también la llamada hipótesis de la contingencia económica que postula una relación positiva entre ingreso y preocupación por el ambiente (Jones y Dunlap, 1992; Albrecht, 1995). Estos razonamientos fundamentan la idea, aún muy presente en los modelos de desarrollo y cooperación, de que los países en desarrollo necesitan crecer económicamente para mejorar la calidad de su ambiente (Walter, 2009). Para esta postura el ecologismo surgiría como una sofisticación intelectual o pseudoreligiosa, propia del primer mundo, que dado el nivel de desarrollo material que ha alcanzado se podría “dar el lujo” de abrazar valores “postmaterialistas” como los que albergan los movimientos pacifistas o ecologistas. Según esta tesis, también la tesis de Inglehart (1977), el ecologismo no podría arraigarse entre las sociedades pobres, las que aún no han traspasado el umbral de bienestar que antecede a la germinación de valores postmaterialistas (Folchi, 2001)2.




  Según estas líneas de pensamiento, las claves para definir y comprender el surgimiento de los conflictos ambientales se encontraría entonces en la creciente competencia y escasez de recursos naturales en el Sur y en la emergencia de nuevos valores ambientalistas en el Norte (Walter, 2009). Sobre la escasez, Pendzich (1994) siguiere que es el criterio determinante de los conflictos ambientales. Según este criterio los actores entran en disputa por controlar y acceder a recursos escasos en un concepto amplio de escasez que incluye problemas relaciones con la inexistencia o inadecuada reglamentación de derechos.




  De tal forma que según esta postura la preocupación por la conservación de los bienes ambientales surge en los países de Norte dado el mejoramiento de sus condiciones sociales, de tal forma que según ellos los conflictos ambientales siguen de las reivindicaciones de quienes han alcanzado un nivel mínimo de satisfacción de las necesidades básicas y es una exigencia que surge esencialmente desde los países del Norte para evitar la sobreexplotación por parte de los países del Sur.




  En una línea completamente diferente se sostiene que el surgimiento de las reivindicaciones ambientales no son el resultado del surgimiento de nuevos valores en una era postindustrial, se sostiene que el ambiente (y la protección de mismo) no es necesariamente un lujo postmaterial para las comunidades que no tienen sus necesidades básicas cubiertas (Walter, 2009). En este momento surge la tesis del ecologismo de los pobres, que no sólo rechaza la creencia que los ricos sean más ecologistas que los pobres, o que los pobres sean demasiado pobres para ser ecologistas, sino que llega a plantear que en “el Sur, los Pobres, son ecológicamente menos dañinos y son más ecologistas que en el Norte, que los Ricos” (Martínez-Alier, 1994, p. 9).




  La tesis del ecologismo de los pobres se construye sobre la premisa que la defensa del ambiente, es decir, del ecologismo, no está siempre motivada por ideas o sentimientos abstractos3. La valoración del ambiente y su defensa no procedería, exclusivamente, de una sensibilidad refinada, ni de un ejercicio intelectual muy complejo; sino que sería la respuesta ante una situación absolutamente concreta de injusticias de acuerdo al “lamentable estado material de la naturaleza”, palpable en problemas como: exposición a radiación, sobre explotación de recursos, acidificación, amenaza de aumento del nivel del mar, etc. Este conjunto de problemas ambientales serían las “razones objetivas para volverse ambientalista” que están presentes en las sociedades con alto nivel de renta (Martínez-Alier, 1998, p. 24). Pero “hay todavía más razones para volverse ambientalista en los países o regiones pobres, cuyo ambiente es utilizado en beneficio de los ricos” (Martinez-Alier, 1994, p. 25).




  Retomando los postulados de Guha (1994), existe una gran diferencia entre el ecologismo occidental, el del primer mundo, y el ecologismo del Sur, o el ecologismo de los pobres. Para él, la diferencia radica en que los ecologistas del primer mundo defienden la naturaleza por su valor intrínseco mientras en el segundo está involucrada “la gente del ecosistema” (p. 150), las personas que obtienen su sustento del hábitat (pequeños campesinos, por ejemplo) que se ven afectadas directamente por los impactos que se producen sobre su entorno y que deben defenderse de quienes intentan acelerar el ritmo de explotación de los recursos naturales para ponerlos al servicio de la economía comercial-industrial creciente (Guha, 1994, p. 139).




  Esta última línea plantea que en el Sur existe una corriente de movilización originada en conflictos ambientales producidos por el crecimiento económico que conlleva la extracción de los bienes ambientales y naturales, expansión de vertederos y riesgos de contaminación para quienes el ambiente es la base material de sustento (Guha y Martínez-Alier, 1997). Por otra parte, estos conflictos no son tan recientes (Martínez-Alier, 2005). Es interesante subrayar que esta tesis no atiende tanto a lo que los pobres piensen respecto del ambiente, sino en lo que hacen: defenderlo. En este sentido, el componente “ecologista” estaría implícito en sus acciones. Deben considerarse “movimientos ecologistas” dice Martínez-Alier (1994) “cualquiera sea el idioma en que se expresen” (p. 239).




  Entonces, los conflictos ambientales son conceptualizados como conflictos ecológicos-distributivos. Un concepto nacido de la economía ecológica y la ecología política que vincula estos procesos con el crecimiento del metabolismo de las sociedades del Norte que consumen cada vez más bienes ambientales y energía impulsando un desplazamiento geográfico de las fuentes de extracción de los bienes ambientales y los sumideros de residuos hacia la periferia (Martínez-Alier, 2004)4. La distribución ecológica se refiere a “las asimetrías o desigualdades sociales, espaciales, temporales en el uso que hacen los humanos de los recursos y servicios ambientales, comercializados o no, es decir, la disminución de los recursos naturales (incluyendo la pérdida de biodiversidad) y las cargas de la contaminación” (Martínez-Alier, 1997).




  Con esto llegamos al núcleo de esta tesis, que es la relación entre “conflictos ecológico distributivos” y “ecologismo” y/o ambientalismo. Todas aquellas luchas protagonizadas por personas que no abrazan valores postmaterialistas y en las que sin embargo, existe un evidente componente ambiental (recursos naturales, energía, contaminación, etc.), son para Martínez-Alier y Guha exhibiciones inequívocas de ecologismo popular (Folchi, 2001, p. 84).




  Según Sabatini y Sepúlveda (2002), la fase actual de acumulación capitalista está significando una agudización de las presiones sobre los “recursos naturales”, provocando degradación, escasez y privaciones sociales, todos factores propicios para el desarrollo de conflictos. Sin embargo, los conflictos ambientales actuales son mucho más que meras disputas por la propiedad de un bien ambiental o natural. En ellos se encuentran enfrentadas cosmovisiones ambientales y de vida. Por un lado, el ambiente es visto como “espacio económico” en tanto sistema de recursos naturales; y por otro, como el “espacio vital” donde se despliega la vida (Sabatini, 1997; Walter, 2009).




  En un sentido similar se suele expresar que un conflicto ambiental es aquél que se origina a partir de un impacto, daño, o problema ambiental (todas estas expresiones usadas casi como sinónimos) que involucra a dos actores cuyos intereses respecto de dichos impactos son contrapuestos (Padilla, 1990). Uno de estos actores es el que genera el impacto (e. g. persona o empresa nacional o transnacional) y su antagonista (e. g. una comunidad, un pueblo indígena, etc.), sería quien se defiende de dicho impacto (Sabatini, 1994, p. 16). Aunque Sabatini (1994) establece una separación tajante entre los conflictos por los “recursos” definidos como “conflictos socioambientales”, en los que se mezclaban cuestiones sociales, económicas y ambientales; como algo distinto de los “conflictos ambientales” que serían aquellos que se producen a partir de una acción que deteriora el “ambiente” y que son planteados por quienes advierten este daño y se consideran afectados.




  Por su parte y desde un análisis de casos de conflictos ambientales en diferentes momentos de la historia chilena, el historiador Folchi (2001) sostiene que una de las claves para entender estos fenómenos se encuentra en la “relación” que se establece entre una comunidad con el ambiente. Una relación “socioambiental” consolidada históricamente, caracterizada por un vínculo sociedad-naturaleza específico que tiende a hacerse “tradicional” o “normal”. De acuerdo a esta argumentación, se debe concluir que el concepto de relación es clave para interpretar los vínculos entre un grupo humano y su ambiente. En consecuencia, un conflicto se produce cuando se tensiona esta estabilidad histórica entre una comunidad y su hábitat (Walter, 2009).




  Para Folchi (2001) estas luchas o conflictos no se producen, exclusivamente, como efecto o respuesta a la depredación del ambiente o sobre explotación de “recursos”, sino como efecto de cualquier transformación no consensual sobre el ambiente (ya sea positiva o negativa). Es decir, que son indispensables las distintas expresiones culturales de esa sociedad Además, sostiene que muy habitualmente, no puede considerarse como una forma de “ecologismo” la acción de ninguno de los involucrados en estas luchas.




  El historiador se refiere entonces a conflictos de contenido ambiental, en vez de conflictos ambientales, para abarcar la pluralidad de conflictos vinculados a la dimensión ambiental y no sólo aquellos en los que se defiende el ambiente. Su objetivo es diferenciar el “contenido” de la “apariencia” externa (Folchi, 2001)5.




  De acuerdo a esto para Folchi (2001, p. 94) la situación sobre la cual se genera un conflicto de contenido ambiental se produce, justamente, cuando se tensiona la estabilidad histórica conseguida entre una comunidad y su hábitat. Esto ocurre como consecuencia de la acción de algún agente extraño que altera o pretende alterar las relaciones preexistentes entre una comunidad y su ambiente, o bien, a la inversa, cuando una comunidad decide modificar su vinculación con el ambiente afectando los intereses de alguien más. Lo que entonces se produce, no es un conflicto entre dos actores “por” el ambiente, sino un conflicto de intereses entre dos actores, “en” un ambiente específico, o dicho con otras palabras, una tensión entre intereses incompatibles que se localiza en un ambiente de por medio. En estos conflictos, ninguna de las partes involucradas asume, necesariamente, la postura ética de defender el ambiente porque eso sea justo, noble o bueno. Lo que se reivindica es el bienestar material objetivo (o conveniencia) de cada parte. Entonces, los conflictos de contenido ambiental son simplemente, luchas por el ambiente habitado; luchas por la propia subsistencia (en un sentido amplio), y no necesariamente luchas valóricas, ni ideológicas. Son, en la práctica, disputas por el ambiente que cada uno necesita para subsistir, de acuerdo a las condiciones de vida que aspira para sí. El hecho que estos conflictos se desarrollen in situ es una señal de que éstos surgen del sensible vínculo entre las personas y su hábitat, más que de sus valores e ideas respecto del ambiente.




  El concepto “tensión ambiental” para referirse a la situación que antecede al conflicto se escapa del juego de oposiciones binarias en las que nos encasillan las ideas antes comentadas: “malos-buenos”, “poderosos-indefensos”, “depredadores-ambientalistas”, para situarnos en un plano menos maniqueo y más realista. Es un concepto que comprende no sólo los daños sobre el ambiente que son percibidos por una comunidad afectada, sino todo el conjunto de antagonismos que se presentan entre actores cuyos intereses sobre el ambiente se contraponen (Folchi, 2001, p. 92).
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  FIGURA 1. Esquema general de configuración de posibles conflictos de contenido ambiental.




  Fuente: Tomado de Folchi (2001).




  Precisamente, por la complejidad manifiesta en la relación entre actores y de la configuración de los conflictos ambientales, Orellana (1999) establece unas posibles características sociales, políticas y culturales que son reveladas cuando se involucra directamente a las comunidades locales. En estos casos las variables a considerar serían las siguientes: i) los sistemas de participación política y poder local, ii) los grupos sociales locales, sus cuotas de poder así como las formas de tenencia, el sistema de derecho en el uso y control de los bienes ambientales y naturales, iii) las instituciones creadas, para gestionar el espacio y los recursos, iv) el Estado, las políticas y proyectos implícitos en el área de conflicto otros actores sus intereses y necesidades.




  1.4. Los conflictos ambientales desde el ambientalismo




  Anteriormente se resaltaron aquellos aportes que la “ecología política” ha hecho en el campo de los “conflictos ecológicos distributivos”. Sin embargo, es clara la necesidad de avanzar hacia una nueva perspectiva de los “conflictos ambientales redistributivos” que abran espacio a nuevos paradigmas, en la búsqueda de la justicia ambiental y el respeto y materialización de los derechos ambientales.




  En esta medida, los conflictos ambientales no sólo deben ser el objeto a nivel investigativo o de estudios interdisciplinarios desde la academia, sino que, como lo plantea el “ambientalismo”, debe ser una reivindicación continua en los terrenos de la “práctica política” y el activismo, sobre elementos de la ética, el derecho y la justicia ambiental (e. g. Wageenaar y Cook, 2003).




  Teniendo en cuenta todo lo anterior, es posible afirmar que la mayor parte de las perspectivas de “ecología política” han tendido a infravalorar el papel del pensamiento y la ética ambiental en el análisis de los “conflictos ambientales” pero sobre todo de la “cultura” como elemento central en el origen, la configuración, el desarrollo y la salida a las problemáticas, conflictos e injusticias (Vayda y Walters, 1999). Aunque se han percibido algunos esfuerzos en trabajos recientes de la ecología política para incluir los aspectos éticos que han sido relegados a lo largo de su trabajo teórico (e. g. Alimonda, et al., 2011), claramente la marginalización de estos elementos responden al origen mismo de las escuelas críticas provenientes del neomarxismo en las cuales el “ambiente” todavía es definido como el entorno ecológico que bajo la perspectiva materialista, responde simple-mente como medio (cosificación) a los intereses humanos.




  Desde esta perspectiva por ejemplo, el ambiente y sus elementos naturales nunca podrán considerarse “en sí mismos” como sujetos de derechos desde las perspectivas ética, política o jurídica; y esto genera gran controversia frente a la justicia redistributiva que debe configurarse entre humanos pero también frente a otras especies.




  La otra cara de la moneda han sido las escuelas positivistas que han permeado el campo de las ciencias políticas bajo el criterio de elección racional en las decisiones políticas, pero sobre las cuales también los elementos como la cultura y la ética, responden simplemente como un atributo dentro del gran esquema de cálculo lógico-racional (Lowery y Singelman, 1982; Ostrom 2005).




  La conclusión es clara, nos encontramos frente a los dos extremos que comparten visiones reduccionistas del mundo, tanto de los enfoques positivistas de racionalidad como de las perspectivas que limitan el análisis de manera exclusiva a las relaciones de poder, en el cual el ambiente se reduce a una “cosa” que debe servir a los intereses humanos bajo decisiones de dominación en instancias políticas.




  En suma, se concluye que desde la perspectiva del ambientalismo, la dimensión de los aspectos éticos, ideológicos, filosóficos y culturales son preponderantes en el análisis de los “conflictos ambientales” que no necesariamente se explican a través de las relaciones de poder o del proyecto racional como atributos o procesos emergentes, sino que conservan su independencia y autonomía para llegar a convertirse en aspectos configuradores los poderes existentes en las sociedades.




  Desde esta perspectiva, todos los elementos enunciados anterior-mente inciden en la definición de posición que asumen los actores en los conflictos ambientales, y que puede evidenciarse en las tradiciones culturales de pueblos y sociedades tradicionales y étnicas, comunidades campesinas y urbanas que se expresan más allá de las dinámicas racionalistas y materialistas occidentales de dominación, transformación y explotación de la naturaleza y que toman un lugar influyente y determinante dentro de las relaciones de poder.




  En ese orden de ideas se prefiere la expresión “conflictos ambientales” en lugar de la expresión “conflictos ecológicos”, pues se considera que la primera expresión es más acertada, en tanto, pone el énfasis en las relaciones cultura-naturaleza y no solo en las relaciones ecosistémicas. En efecto, desde esta conceptualización se plantea que los conflictos ambientales surgen de apropiaciones del ambiente realizadas de manera injustificada o vulnerando los derechos de unos, muchos o todos por parte de unos pocos. En tal sentido, los conflictos ambientales involucran ante todo intereses de los sujetos de derecho (recuérdese que en principio los sujetos de derecho son los seres humanos, sin embargo se hace imperioso avanzar hacia el reconocimiento de sujetos de derecho más allá de los seres humanos), de tal forma que no puede existir un conflicto ambiental si no se están vulnerando los derechos o interés de individuos, pueblos y otras colectividades (e inclusive de seres no humanos). Por lo anterior, la perspectiva del “conflicto ambiental” al ser más amplia e integradora que la del “conflicto ecológico” (que resulta reduccionista y segmentada) al comprender dentro de su análisis tanto los aspectos ecosistémicos como los culturales. En todo caso, es pertinente clarificar estos conceptos para evitar usos ambiguos de los mismos, en tanto algunos autores hablan de “conflicto ecológico” cuando en realidad están desarrollando análisis de “conflictos ambientales”.




  1.5. Clasificación de los conflictos ambientales
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